
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ley N° 1286/1998 
“CÓDIGO PROCESAL PENAL 
(y sus modificaciones)”. 
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“Sistematización del marco normativo para la 
investigación y persecución penal de delitos vinculados a 
la Criminalidad Organizada, Corrupción y Criminalidad 
Económica en la República del Paraguay”.  
 
Este material fue elaborado en el marco del “Programa de 
Fortalecimiento de la Unidad Anticorrupción del Ministerio 
Público”, una iniciativa del Centro de Estudios Judiciales 
(CEJ) y con el apoyo de la Agencia de los Estados Unidos 
para el Desarrollo Internacional (USAID/Paraguay).  
 
El contenido del presente material es exclusiva 
responsabilidad de sus autores y no representa 
necesariamente, el pensamiento u opinión de USAID o del 
Gobierno de los Estados Unidos de América. 
 
Fuente de consulta: Biblioteca y Archivo Central del 
Congreso de la Nación (BACN). 
 
Web: www.bacn.gov.py 
 

Junio, 2022. 
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LEY  N° 1.286 

CÓDIGO PROCESAL PENAL 

PRIMERA PARTE 
PARTE GENERAL 

LIBRO PRELIMINAR 
FUNDAMENTOS 

TÍTULO II 
ACCIONES QUE NACEN DE LOS HECHOS PUNIBLES 

CAPÍTULO I 
ACCIÓN  PENAL 

Artículo 14. ACCIÓN PENAL.  La acción penal será pública o privada. Cuando sea 
pública, su ejercicio corresponderá al Ministerio Público, sin perjuicio de la participación 
que este código concede a la víctima. 

El ejercicio de la acción penal pública dependerá de instancia de parte, sólo en aquellos 
casos previstos expresamente en el código penal o en las leyes especiales. 

Artículo 15. ACCIÓN PÚBLICA.   Los hechos punibles serán perseguibles de oficio por 
el Ministerio Público, según lo establecido en este código y en las leyes. 

Artículo 16. INSTANCIA DE PARTE. Cuando el ejercicio de la acción penal pública 
requiera de instancia de parte, el Ministerio Público sólo la ejercerá una vez que ella se 
produzca, sin perjuicio de realizar los actos imprescindibles para conservar los elementos 
de prueba, siempre que no afecten la protección del interés de la víctima. 

Sin embargo, el Ministerio Público la ejercerá directamente cuando el hecho punible haya 
sido cometido contra un incapaz que no tenga representación, o cuando haya sido 
cometido por uno de los padres, el representante legal o el guardador. 

La instancia de parte permitirá procesar a todos los participantes. 

Artículo 17. ACCIÓN PRIVADA. Serán perseguibles exclusivamente por acción privada 
los siguientes hechos punibles: 

1) maltrato físico; 
2) lesión; 
3) lesión culposa; 
4) amenaza; 
5) tratamiento médico sin consentimiento; 
6) violación de domicilio; 
7) lesión a la intimidad; 
8) violación del secreto de comunicación; 
9) calumnia; 
10) difamación; 
11) injuria; 
12) denigración de la memoria de un muerto; 
13) daño; 
14) uso no autorizado de vehículo automotor; y 
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15) violación del derecho de autor o inventor.    

En estos casos se procederá únicamente por querella de la víctima o de su representante 
legal, conforme al procedimiento especial regulado en este código. 

Artículo 18. LEGALIDAD.  El Ministerio Público estará obligado a promover la acción 
penal pública de los hechos punibles que lleguen a su conocimiento, siempre que hayan 
suficientes indicios fácticos de la existencia de los mismos. 

Cuando sean admisibles, se aplicarán los criterios de oportunidad establecidos en este 
código. 
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TÍTULO II 
ACCIONES QUE NACEN DE LOS HECHOS PUNIBLES 

CAPÍTULO II 
ACCIÓN CIVIL 

Artículo 27. ACCIÓN CIVIL.  La acción civil para la reparación o indemnización de los 
daños y perjuicios causados por el hecho punible, sólo podrá ser ejercida por el 
perjudicado o sus herederos, en los límites de la cuota hereditaria, o por los 
representantes legales o mandatarios de ellos, contra el autor y los partícipes del hecho 
punible. 

Artículo 28. INTERESES SOCIALES Y ESTATALES.  Cuando se trate de hechos punibles 
que han afectado el patrimonio del Estado, la acción civil será ejercida por el Procurador 
General de la República. Cuando hayan afectado a intereses sociales, colectivos o difusos 
será ejercida por el Ministerio Público. 

El Procurador General o el Fiscal General del Estado, según el caso, podrán decidir que 
la demanda sea planteada y proseguida por otros funcionarios de la Procuraduría o del 
Ministerio Público, respectivamente. 
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LIBRO PRIMERO 
LA JUSTICIA PENAL Y LOS SUJETOS PROCESALES 

TÍTULO I 
LA JUSTICIA PENAL 

CAPÍTULO III 
CONEXIDAD 

Artículo 46. CASOS DE CONEXIDAD. Existirá conexidad: 

1) cuando a una misma persona se le imputen dos o más hechos punibles; 
2) cuando los hechos punibles hayan sido cometidos simultáneamente por varias 

personas reunidas, o hayan sido el resultado de un acuerdo previo o propósito 
común, aun cuando hayan sido cometidos en distintos tiempos o lugares; 

3) cuando uno de los hechos punibles haya sido cometido para perpetrar o facilitar 
la comisión de otro, o procurar para un partícipe o a terceros el provecho o la 
impunidad; y, 

4) cuando los hechos punibles hayan sido cometidos recíprocamente. 
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LIBRO PRIMERO 
LA JUSTICIA PENAL Y LOS SUJETOS PROCESALES 

TÍTULO II 
EL MINISTERIO PÚBLICO Y SUS ÓRGANOS AUXILIARES 

CAPÍTULO I 
EL MINISTERIO PÚBLICO 

Artículo 56. PODER COERCITIVO Y DE INVESTIGACIÓN. El Ministerio Público dispone 
de los poderes y atribuciones que este código le concede y aquellos que establezca su 
ley orgánica o las leyes especiales. 

En ningún caso asumirá funciones jurisdiccionales. 
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LIBRO PRIMERO 
LA JUSTICIA PENAL Y LOS SUJETOS PROCESALES 

TÍTULO II 
EL MINISTERIO PÚBLICO Y SUS ÓRGANOS AUXILIARES 

CAPÍTULO II 
POLICÍA NACIONAL EN FUNCIÓN INVESTIGATIVA 

Artículo 58. FUNCIÓN. Los agentes y funcionarios de la Policía Nacional, en su 
función de investigación de hechos punibles, actuarán a través de cuerpos 
especializados designados al efecto, y a iniciativa del Ministerio Público ejecutará los 
mandatos de la autoridad competente, sin perjuicio del régimen jerárquico que los 
organiza. 

Artículo 59. COLABORACIÓN OBLIGATORIA.  Los funcionarios y agentes de la Policía 
Nacional asignados a una investigación deberán cumplir las directivas e instrucciones 
del Ministerio Público y las que durante la tramitación del procedimiento les dirijan los 
jueces, sin perjuicio de la autoridad administrativa a la cual estén subordinados.  La 
autoridad administrativa no podrá revocar, alterar o retardar una orden emitida por los 
fiscales o por los jueces. 
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LIBRO SEGUNDO 
ACTOS PROCESALES Y NULIDADES 

TÍTULO  I 
ACTOS PROCESALES 

CAPÍTULO V 
CONTROL  DE  LA  DURACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

 

(Artículo 136 modificado por la ley 2341/2003 QUE MODIFICA EL ARTICULO 136 DE 
LA LEY N° 1286/98 “CODIGO PROCESAL PENAL”). 

Artículo 136.- Toda persona tendrá derecho a una resolución judicial definitiva en un 
plazo razonable. Por lo tanto, todo procedimiento tendrá una duración máxima de cuatro 
años, contados desde el primer acto del procedimiento. 

Todos los incidentes, excepciones, apelaciones y recursos planteados por las partes, 
suspenden automáticamente el plazo, que vuelve a correr una vez se resuelva lo 
planteado o el expediente vuelva a origen. 

Este plazo solo se podrá extender por doce meses más cuando exista una sentencia 
condenatoria, a fin de permitir la tramitación de los recursos. 

La fuga o rebeldía del imputado interrumpirá el plazo de duración del procedimiento. 

Cuando comparezca o sea capturado, se reiniciará el plazo. 

 

(Artículo 136 modificado por la LEY N° 4669 QUE MODIFICA LOS ARTICULOS 136 Y 
137 DE LA LEY N° 1286/98 “CODIGO PROCESAL PENAL”, MODIFICADO POR LEY N° 
2341/03). Suspendida su vigencia por 6 años según Ley 5671/2016. Entra a regir a partir 
de octubre de 2022. 

Artículo 136.- DURACION DEL PROCESO PENAL. Toda persona tendrá derecho a una 
resolución judicial definitiva en un plazo razonable. A dicho efecto, todo proceso tendrá 
una duración máxima de tres años para su finalización en primera instancia, contada a 
partir de la imputación o a partir de la acusación, en ausencia de aquella.  

En segunda instancia, el plazo será de seis meses para la resolución de la apelación 
especial. En los casos de reenvío por anulación de la sentencia de primera instancia, el 
nuevo juicio deberá culminar en un plazo máximo de un año. 

No será computado como parte del plazo mencionado en el primer párrafo del presente 
artículo, el tiempo que duren las audiencias preliminares, desde que se hayan iniciado 
hasta la resolución de todos los planteamientos realizados en las mismas.  

Todos los incidentes, excepciones, apelaciones y recursos planteados por las partes, 
suspenden automáticamente el plazo, que vuelve a correr una vez que se resuelva lo 
planteado y el expediente vuelva a origen. 
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La fuga o rebeldía del imputado interrumpirá el plazo de duración del procedimiento. 
Cuando comparezca o sea capturado, se reiniciará el plazo. 

Entiéndase por resolución judicial definitiva, a los efectos previstos en este artículo, 
aquella contra la cual no quepa recurso ordinario alguno; por lo que estarán 
expresamente excluidos del cómputo respectivo, la acción de inconstitucionalidad y el 
recurso de casación. 
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LIBRO SEGUNDO 
ACTOS PROCESALES Y NULIDADES 

TÍTULO  I 
ACTOS PROCESALES 

CAPÍTULO VI 
COMUNICACIÓN ENTRE AUTORIDADES 

SECCIÓN I 
AUTORIDADES NACIONALES 

Artículo 144. DEBER DE COLABORAR.   Las autoridades y funcionarios públicos 
colaborarán con los jueces, el Ministerio Público y la Policía, tramitando sin demora los 
requerimientos que reciban de ellos, conforme a lo previsto por este código, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal por su incumplimiento. 
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LIBRO SEGUNDO 
ACTOS PROCESALES Y NULIDADES 

TÍTULO  I 
ACTOS PROCESALES 

CAPÍTULO VI 
COMUNICACIÓN ENTRE AUTORIDADES 

SECCIÓN II 
AUTORIDADES EXTRANJERAS Y EXTRADICIÓN 

Artículo 147. EXTRADICIÓN. Lo relativo a la extradición de imputados o condenados 
se regirá por el Derecho Internacional vigente, por las leyes del país, por las costumbres 
internacionales o por las reglas de la reciprocidad cuando no exista norma aplicable. 

Artículo 150. MEDIDAS CAUTELARES.  El juez penal requerido podrá ordenar la 
detención provisoria y la prisión preventiva del extraditable, siempre que se invoque la 
existencia de una sentencia o de una orden de prisión, se determine con claridad la 
naturaleza del hecho punible y se trate de un caso en el cual proceda la prisión preventiva 
según este código en concordancia con el Derecho Internacional vigente. 

En caso de urgencia se podrá ordenar la detención provisoria, aun cuando no se hayan 
presentado todos los documentos exigidos para la procedencia de la extradición. 

La detención provisoria no podrá durar más de quince días, salvo cuando los tratados 
establezcan un plazo mayor. 

El pedido de detención provisoria se podrá hacer por cualquier vía fehaciente y será 
comunicado inmediatamente al Ministerio de Relaciones Exteriores. 
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LIBRO  TERCERO 
MEDIOS  DE  PRUEBA 

TÍTULO II 
COMPROBACIÓN INMEDIATA Y MEDIOS  AUXILIARES 

Artículo 179. INSPECCIÓN DE PERSONAS.   La Policía podrá realizar la requisa 
personal, siempre que haya motivos suficientes que permitan suponer que una persona 
oculta entre sus ropas, pertenencias, o lleva adheridas externamente a su cuerpo, 
objetos relacionados con el hecho punible.  

Antes de proceder a la requisa deberá advertir a la persona acerca de la sospecha y del 
objeto buscado, invitándole a exhibir el objeto. 

La advertencia y la inspección se realizarán en presencia de dos testigos hábiles, en lo 
posible vecinos del lugar, que no deberán tener vinculación con la Policía; bajo esas 
formalidades se labrará un acta que podrá ser incorporada al juicio por su lectura. 

Artículo 187. ALLANAMIENTO DE RECINTOS PRIVADOS. Cuando el registro deba 
efectuarse en un recinto privado particular, sea lugar de habitación o comercial, o en 
sus dependencias cerradas, se requerirá siempre orden de allanamiento escrita y 
fundada del juez o tribunal. 

Artículo 191. ALLANAMIENTO DE LOCALES PÚBLICOS.  Las restricciones establecidas 
para el allanamiento de domicilios o habitaciones no regirán para las oficinas 
administrativas o edificios públicos, templos o lugares religiosos, establecimientos 
militares, lugares comerciales de reunión o de esparcimiento, abiertos al público y que 
no estén destinados a habitación familiar.   En estos casos se podrá prescindir de la 
orden de allanamiento con el consentimiento expreso y libre de las personas a cuyo 
cargo estén los locales. En caso de negativa o imposibilidad material de conseguir el 
consentimiento, se requerirá la orden de allanamiento y se podrá hacer uso de la fuerza 
policial para su cumplimiento. 

Quien prestó el consentimiento será invitado a presenciar el registro. 

Para el ingreso y registro de oficinas dependientes de un poder del Estado se necesitará 
autorización del funcionario competente. 

Si durante el desarrollo del procedimiento, quien dio la autorización, la niega o expresa 
haberla consentido por coacción, la prueba de la libertad del consentimiento 
corresponderá a quien lo alega. 

En el acta respectiva se consignarán los requisitos previstos por este código y el 
consentimiento otorgado. 

Artículo 193. ENTREGA DE COSAS Y DOCUMENTOS.  SECUESTROS.  Los objetos y 
documentos relacionados con el hecho punible y los sujetos a comiso, que puedan ser 
importantes para la investigación, serán tomados en depósito o asegurados y 
conservados del mejor modo posible. 

Aquel que tenga en su poder objetos o documentos de los señalados precedentemente, 
estará obligado a presentarlos y entregarlos, cuando le sea requerido, siguiendo los 
medios de coacción permitidos para el testigo que rehúsa declarar. 
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Si los objetos requeridos no son entregados se dispondrá su secuestro. 

Quedan exceptuados de ésta disposición las personas que deban abstenerse de declarar 
como testigos. 

Artículo 194. OBJETOS NO SOMETIDOS A SECUESTRO. No podrán ser objeto de 
secuestro: 

1) las comunicaciones escritas entre el imputado y las personas que puedan 
abstenerse de declarar como testigos por razón de parentesco o que deban 
hacerlo en razón del secreto; 

2) las notas que hayan tomado los nombrados anteriormente sobre comunicaciones 
confiadas por el imputado, o sobre cualquier circunstancia, a las cuales se 
extienda el derecho o el deber de abstenerse de declarar; y, 

3) los resultados de exámenes o diagnósticos relativos a las ciencias médicas 
realizados bajo secreto profesional. 

La limitación sólo regirá cuando las comunicaciones u objetos estén en poder de aquellas 
personas que pueden abstenerse de declarar; o en el caso de abogados y profesionales 
de las ciencias médicas, si están archivadas o en poder del estudio jurídico o del 
establecimiento hospitalario y consultorios privados. 

Artículo 198. INTERCEPCIÓN Y SECUESTRO DE CORRESPONDENCIA.  Siempre que 
sea útil para la averiguación de la verdad, el juez ordenará, por resolución fundada, bajo 
pena de nulidad, la intercepción o el secuestro de la correspondencia epistolar, 
telegráfica o de cualquier otra clase, remitida por el imputado o destinada a él, aunque 
sea bajo nombre supuesto. 

Regirán las limitaciones del secuestro de documentos u objetos. 

Artículo 200. INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES.   El juez podrá ordenar por 
resolución fundada, bajo pena de nulidad, la intervención de las comunicaciones del 
imputado, cualquiera sea el medio técnico utilizado para conocerlas. 

El resultado sólo podrá ser entregado al juez que lo ordenó, quien procederá según lo 
indicado en el artículo anterior; podrá ordenar la versión escrita de la grabación o de 
aquellas partes que considere útiles y ordenará la destrucción de toda la grabación o de 
las partes que no tengan relación con el procedimiento, previo acceso a ellas del 
Ministerio Público, del imputado y su defensor. 

La intervención de comunicaciones será excepcional. 
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LIBRO QUINTO 
COSTAS  E  INDEMNIZACIONES 

TÍTULO II 
INDEMNIZACIÓN AL IMPUTADO 

Artículo 275. MEDIDAS CAUTELARES. También corresponderá esta indemnización 
cuando la absolución o el sobreseimiento definitivo se basen en la inocencia del imputado 
y éste haya sufrido privación de libertad durante el procedimiento. 

 

 

 

 

 

 


